PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, SANCIONAN CON FUERZA DE LEY

ARTÍCULO 1°: Modificar los arts. 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 25 y 26 de la ley 7.166 (t.o. 1995), los que quedarán redactados de la siguiente manera:

CAPITULO I
ÁMBITO DE LA ACCION DE AMPARO.

ART. 1°: Procederá la acción de amparo contra toda actuación u omisión de autoridad pública, provincial o municipal, en cualquiera de sus manifestaciones, sus órganos o agentes, como de aquellas otras personas públicas o privadas que por delegación ejerzan prerrogativas propias del poder público, que en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, cualquiera de los derechos o intereses tutelados por el ordenamiento jurídico, reconocidos en la Constitución Nacional, los tratados internacionales, las leyes de la Nación, los tratados interjurisdiccionales en que la Provincia sea parte, la Constitución Provincial y las leyes dictadas en su consecuencia.

El amparo contra la actuación u omisión de los particulares, que no impliquen el ejercicio de prerrogativas propias del poder público, se regirá por las normas previstas en los arts. 321 inciso 1 y 496 del CPCC, o aquellas que en el futuro las reemplacen.

ART. 2°: La acción de amparo sólo procederá cuando no existan otros procesos judiciales de trámite similar, que permitan obtener el mismo efecto. Toda duda vinculada a este recaudo, deberá resolverse a favor de la admisibilidad de la acción. El amparo será procedente aún cuando sea menester declarar la inconstitucionalidad de una norma, acto u omisión para prevenir o reparar la lesión inflingida al ordenamiento jurídico.

ART. 3°: La acción que por esta ley se reglamenta no procederá:

a) Si el acto impugnado emana de un órgano del Poder Judicial, en ejercicio de función jurisdiccional.

b) Si se tratare de restricción a la libertad individual en que corresponda la interposición de la garantía de "hábeas corpus".

c) Si se peticionara la inconstitucionalidad de una ley emanada de la legislatura provincial, cuando la misma no hubiere sido aplicada al accionante.
CAPITULO II

ORGANO JUDICIAL COMPETENTE

ART. 4°: Todo Juez o Tribunal de primera instancia con Jurisdicción en el lugar en que la lesión o restricción tuviere o debiere tener efecto, será competente para conocer de la acción de amparo, con arreglo a las normas procesales que determinan la competencia material de los mismos, a excepción de los supuestos en los que no fuere posible su presentación ante el fuero o juez competente.

Cuando un mismo hecho, acto u omisión afectare el derecho de varias personas, entenderá en todas las acciones el juzgado o tribunal que hubiere prevenido.

ART. 6°: La acción de amparo deberá ser deducida por el titular del derecho o interés tutelado por el ordenamiento jurídico.  Cuando el acto u omisión lesivo, afectare derechos o intereses difusos o de incidencia colectiva, la acción podrá ser deducida por el afectado, el Defensor del Pueblo, las asociaciones que propendan a sus fines, el Fiscal de Estado y el representante del Ministerio Público.

En todos los casos deberá interponérsela dentro de los treinta (30) días  hábiles a partir de la fecha en que hayan cesado los efectos del acto u omisión que se considera violatorio del derecho o interés tutelado.

La acción tramitará conforme a las reglas procesales establecidas en la presente ley, sin perjuicio de la facultad del juzgado o tribunal para acelerar su trámite, mediante formas más sencillas que se adapten a la naturaleza de la cuestión planteada.

CAPITULO IV

REQUISITOS Y FORMAS DE LA DEMANDA
ART. 7°: La demanda deberá presentarse por escrito y contendrá:

a) El nombre, apellido, nacionalidad y domicilio del accionante.

b) La justificación de la personería invocada, conforme a las leyes que rigen la materia.

c) La denominación del autor de la restricción.

d) La relación circunstanciada de los hechos, actos u omisiones que han producido, o estén en vías de producir la lesión de derechos o intereses tutelados, cuyo amparo se pretenda.

e) La petición que se formula, en términos claros y precisos.

ART. 8°: Con el escrito de demanda acompañará el actor, la prueba documental de que disponga o la individualizará, de no encontrarse en su poder. Deberá indicar, asimismo, los demás medios de prueba de que pretenda valerse. Determinará los testigos que proponga y acompañará los interrogatorios respectivos.

ART. 9°: En supuestos de extrema urgencia, cuando el auxilio de la justicia pudiere llegar demasiado tarde, la acción de amparo podrá interponerse sin las formalidades prescriptas en el presente Capítulo, en cuyo caso, el juzgado o tribunal interviniente, ordenará dentro del plazo de dos (2) días, la subsanación de los defectos respectivos.

Si la acción fuera notoriamente improcedente, por no cumplir los recaudos establecidos en la presente ley, el juzgado o tribunal así lo declarará,  otorgando al accionante un plazo razonable para la reconducción de su pretensión,  debiendo adecuar el escrito inicial, bajo apercibimiento de tenerla por desistida, y sin más sustanciación ordenar el archivo de las actuaciones.

La resolución que tiene por desistida la acción, como aquella que ordena el archivo, serán apelables conforme a lo dispuesto en el art. 16 de la presente ley.

CAPITULO V

PROCEDIMIENTO

ART. 10°: Cuando la acción fuera formalmente admisible, el Juez o Tribunal correrá traslado de la demanda, por el plazo de cinco (5) días, con copias del escrito de demanda y documentos presentados por el actor.

Con su contestación,  deberá acompañarse la prueba documental y ofrecerse la restante, en la forma establecida para el actor.

Cuando se tratase de una autoridad pública provincial, y se controviertan intereses fiscales, el accionado deberá requerir el patrocinio legal de la Fiscalía de Estado, por el funcionario letrado que ésta comisione al efecto.

ART. 11°: La prueba del proceso quedará sujeta a las siguientes reglas:

a) Una vez contestada la demanda, o vencido el plazo para hacerlo, el juzgado o tribunal interviniente deberá expedirse sobre la admisibilidad de la prueba ofrecida, ordenando su inmediata producción. Las pruebas confesionales y testimoniales serán producidas en una misma audiencia, la que deberá tener lugar dentro del tercer día.

b) El número de testigos propuestos no excederá de cinco (5) por cada parte, siendo carga de estas hacerlos comparecer al juzgado o tribunal en la oportunidad de la audiencia de recepción de prueba, a su costa, cualesquiera fueren sus domicilios, y sin perjuicio de hacerlos comparecer por la fuerza pública.
c) A petición de parte o de oficio, el juzgado o tribunal dictará las providencias necesarias para que las diligencias de prueba se practiquen dentro del plazo mencionado en el inciso a).
d) Será facultad y deber de los jueces complementar por propia iniciativa el material probatorio, a cuyo fin, podrán decretar medidas para mejor proveer en cualquier instancia y estado del proceso.
ART. 12°: Si las partes no hubieren ofrecido prueba, o cuando se hubiere producido la misma, previa certificación del actuario, se dictará sentencia fundada, dentro del plazo de tres (3) días, concediendo o denegando, total o parcialmente, el amparo.

CAPITULO VI

LA SENTENCIA

ART. 15°: Si la sentencia concediera el amparo, al mismo tiempo que se notifique a las partes, se despachará el mandamiento respectivo que deberá contener:

a) La expresión concreta del sujeto público o privado que por delegación ejerza prerrogativas propias del poder público, órgano o agente de la Administración Pública a quien se dirija y contra cuya actuación u omisión se concede el amparo;

b) La determinación precisa de lo que debe o no hacerse.

c) El plazo para el cumplimiento de lo resuelto, que en ningún caso podrá exceder, aquel que razonablemente establezca el juzgado o tribunal, de conformidad al objeto de la condena.

La decisión favorable recaída en casos que comprendan situaciones jurídicas  sobre derechos individuales homogéneos, los efectos de la sentencia, se extenderán aún hacia los terceros que no hayan participado en el proceso, quienes por vía incidental, sumariamente deberán acreditar su legitimación. Si la decisión judicial fuere desestimatoria, no se les podrá oponer la cosa juzgada.

ART. 16°: El mandamiento se diligenciará sin demora por la oficina de Mandamientos y Notificaciones, por el Juez de Paz respectivo o la autoridad policial del lugar requerida por medio fehaciente. La orden judicial también podrá ser notificada mediante Oficio, cuyo diligenciamiento estará a cargo de las partes; o por Secretaría, en casos de urgencia.

El destinatario de la orden, no podrá bajo ningún concepto, rechazar la notificación de la medida, y deberá cumplirla sin que pueda oponer excusa alguna ni ampararse en la obediencia jerárquica. Si por cualquier circunstancia el mandamiento no pudiera diligenciarse a quien está dirigido, se entenderá con su reemplazante, o a falta de éste, con su superior jerárquico.

ART. 17°: La sentencia de amparo deja subsistente el ejercicio de las acciones y recursos que puedan corresponder a las partes con independencia del amparo, a cuyos efectos, su interposición suspenderá todos los plazos de caducidad para el ejercicio de tales derechos.

CAPITULO VII

RECURSO DE APELACION
ART. 18°: Solo serán apelables, las resoluciones que tienen por desistida la acción, o su rechazo in limine litis, la que ordena el  archivo de las actuaciones, las que disponen, deniegan o modifican medidas cautelares, la sentencia definitiva, y aquellas que disponen su ejecución. El recurso deberá deducirse fundadamente dentro del plazo de tres (3) días, computados desde su notificación. Su mera interposición no suspende los efectos de la decisión  apelada.

El juzgado o tribunal interviniente, deberá expedirse sobre a admisibilidad del recurso en el término de tres (3) días, disponiendo el traslado de la apelación a la contraparte por igual término.

Cumplido el trámite anterior, si el recurso fuere admisible, será concedido sin efectos suspensivos, debiendo remitir las actuaciones a la Cámara respectiva, en el plazo de dos (2) días, computados a partir del momento en que el apelante hubiere presentado copia del expediente, o de las piezas procesales pertinentes para la formación del legajo, según lo disponga el juzgado o tribunal interviniente; donde seguirán sustanciándose las actuaciones. Es deber del actuario arbitrar los medios necesarios para que la alzada reciba las actuaciones en el plazo antes referido.

Si se denegare la concesión del recurso de apelación, o se lo concediere con un efecto distinto al previsto en la presente legislación, la parte que se considere agraviada podrá ocurrir directamente en queja ante el órgano de alzada, para que otorgue el recurso o se lo conceda con el efecto correspondiente, y se ordene la remisión del expediente o el legajo de copias. El plazo para su articulación, será de tres (3) días.

Al interponerse la queja, deberá acompañarse copia simple de la resolución recurrida con las constancias de su notificación, suscripta por letrado, sin perjuicio de las actuaciones que podrán ser requeridas por alzada, quien deberá resolver sin sustanciación, en el plazo de tres (3) días.

ART. 19°: De este recurso conocerá la Cámara de Apelación respectiva de la misma jurisdicción, la que deberá dictar sentencia dentro del plazo de tres (3) días, computados desde la recepción de las actuaciones.

A los efectos de los recursos extraordinarios locales, las sentencias que dicten los órganos de alzada sobre la cuestión de fondo, serán consideradas definitivas. A los mismos fines, serán equiparadas a sentencias definitivas, aquellas otras resoluciones que sin hacer mérito sobre la cuestión de fondo, impidan la continuación del trámite, sin la posibilidad de reeditar la discusión en otro ámbito o por otra vía jurisdiccional.

Para la interposición y trámite de los recursos extraordinarios locales, se aplicarán las normas del Código de Procedimiento en lo Civil y Comercial.

CAPITULO VIII

REGLAS PROCESALES COMPLEMENTARIAS.
ART. 20°: Serán de aplicación al trámite, las normas del  Código de Procedimiento Civil y Comercial, en todas las cuestiones que no estuvieren previstas por esta ley, y en tanto no desnaturalicen su carácter expedito, rápido, breve y de pronta resolución.

Todos los términos son de carácter perentorio y se ampliarán en razón de la distancia, a razón de un día por cada 200 Km. o fracción que no baje de 100 Km. Las partes tendrán los cargos de comparecer diariamente a Secretaría a notificarse por nota de las resoluciones. Se notificarán personalmente o por cédula, en los domicilios denunciados o constituidos, la demanda, la concesión o denegación de  medidas cautelares, la audiencia de prueba, y la sentencia.

La necesidad de un mayor debate y prueba, no impedirá la utilización de esta garantía, siempre y cuando la complejidad del caso, no implique la desnaturalización del trámite. No obstará al dictado de medidas cautelares, la identidad de las mismas, con el objeto de la  pretensión de fondo.

Cuando fuere demandado el Estado Provincial o sus entidades descentralizadas, con la notificación de los despachos cautelares y sentencias definitivas, se deberá librar cédula a la Fiscalía de Estado, o sus delegaciones, a los mismos fines.

ART. 21°: En este proceso no podrán articularse cuestiones previas, demandas reconvencionales, incidentes, ni conflictos de competencia, debiendo resolverse esta última con la asignación de la causa al órgano jurisdiccional que hubiere prevenido.

El juzgado o tribunal, a petición de parte o de oficio, subsanará todos los defectos e irregularidades del procedimiento, asegurando, dentro de la naturaleza sumarísima de esta vía, la vigencia del principio de contradicción.

Durante la sustanciación del procedimiento, el juzgado o tribunal interviniente, podrá ordenar allanamientos y solicitar el auxilio de la fuerza pública.

En este juicio no procede la recusación sin causa, siendo deber inexorable del juez excusarse "ex officio" cuando se encontrare legalmente impedido para conocer.

ART. 22°: En cualquier estado de la instancia el juzgado o tribunal podrá ordenar a petición de parte o de oficio, todo tipo de medidas cautelares, las que se cumplimentarán en forma inmediata, sin perjuicio de su ulterior notificación.

Si se hiciere lugar a la medida, el juzgado o tribunal podrá exigir la contracautela pertinente para responder de los eventuales daños que las mismas  pudieren ocasionar,  en caso de haber sido solicitadas sin derecho.  El juez graduará el tipo y monto de la caución, de acuerdo a la mayor o menor verosimilitud del derecho y las restantes circunstancias del caso.

Toda petición vinculada al proceso cautelar, será resuelto por el juzgado o tribunal, dentro del plazo de dos (2) días.

El despacho cautelar que acoja favorablemente la medida solicitada, deberá ser notificado a la parte demandada, conjuntamente con el traslado de la demanda.

ART. 23°: En los casos en que la parte demandada demorase maliciosamente, de manera ostensible o encubierta, negare o en alguna forma obstaculice la sustanciación de la acción, el juez o tribunal ordenará pasar las actuaciones a la justicia competente a los fines previstos en el Código Penal.

CAPITULO IX

COSTAS

ART. 25°: Salvo los supuestos de notoria temeridad o malicia, el accionante está exento de costas.

Si el vencido fuera la autoridad pública, serán responsables solidariamente el agente de la Administración Pública, la Provincia o el Municipio según corresponda, o en su caso el órgano a que aquél pertenezca. Igual regla se aplicará para el caso de los sujetos que por delegación ejerzan prerrogativas propias del poder público.

No habrá condenación en costas si antes de la contestación de la demanda, cesaran los hechos, actos u omisiones que motivaron el pedido de amparo.

ART. 26°: Las actuaciones del proceso de amparo son gratuitas. Dicho beneficio se extiende a todo su trámite, y entre otros comprende la exención del pago de sellados, impuestos o cualquier otro tributo, como el depósito de sumas de dinero exigidas como recaudos de admisibilidad para la interposición de la demanda o la articulación de los recursos ordinarios o extraordinarios.

ARTÍCULO 2°: Suprimir los arts. 13, 14, 24 y 27 de la ley 7.166 (t.o. 1995). Queda derogada toda norma que se oponga a la presente.

ARTÍCULO 3°: Comuníquese al Poder Ejecutivo, el que quedará autorizado para elaborar el Texto Ordenado de la Ley N° 7166, conforme a la presente modificación.
FUNDAMENTOS

Han transcurrido más de cuarenta y dos años desde la sanción de la Ley 7.166, y a pesar de las transformaciones políticas, jurídicas y sociales ocurridas en nuestra patria -y particularmente en la Provincia de Buenos Aires-, su texto, con ligeras transformaciones, aún continúa vigente. Es preciso recordar al respecto, que una de las modificaciones más importantes de la ley, tuvo lugar poco tiempo después de su dictado, durante el gobierno de facto, más precisamente en el año 1966 (Decreto ley 7261), y desde entonces, su texto, salvo pequeñas reformas (decreto ley 7425/68 y ley 13.101), continúa inalterado.

Mientras tanto, el ordenamiento jurídico, ha sufrido importantes innovaciones generadas como consecuencia de las reformas constitucionales de 1994, que han enriquecido el ordenamiento constitucional de la Nación y de la Provincia de Buenos Aires, consagrando expresamente a la acción de amparo como una garantía constitucional, e incorporando nuevos derechos que han ensanchado el horizonte de este instituto, como una eficaz herramienta para su protección.

Sin embargo, la manda constitucional impuesta en el artículo 20 inciso 2 de la Constitución Provincial, a catorce años de su sanción, aún no ha sido cumplida. En efecto, el texto constitucional establece que “La ley regulará el Amparo estableciendo un procedimiento breve y de pronta resolución para el ejercicio de esta garantía, sin perjuicio de la facultad del juez para acelerar su trámite, mediante formas más sencillas que se adapten a la naturaleza de la cuestión planteada”.

La modificación que proponemos, persigue como único propósito, el cumplimiento de esa obligación, adaptando la Ley de Amparo N° 7.166, al nuevo diseño constitucional provincial, y a su vez efectivizando los contenidos previsto en la Constitución Nacional y los tratados internacionales, incorporados al derecho público nacional y provincial (arts. 43 y 75 inciso 22 de la CN; arts. 1 y 11 de la Const. Pvcial.).

Se han tenido especialmente en cuenta, muchas de las conclusiones y recomendaciones surgidas en el seno del “IIIº Congreso de la Asociación Bonaerense de Derecho Administrativo (A.B.D.A.)”, Mar del Plata, 01 y 02/12/07, como en la “Jornada de Actualización en Derecho Procesal Administrativo Bonaerense”, Pergamino, 13/10/06, y la “Jornada de Actualización en Derecho Administrativo”, Mar del Plata, 28/09/07, encuentro éste último, donde se presentó y sometió a consideración pública, el primer borrador de Anteproyecto de modificación a la ley 7.166, elaborado en el ámbito institucional de la Asociación Bonaerense de Derecho Administrativo (A.B.D.A.).

En consecuencia, se propician los cambios que seguidamente se detallan, conforme a los motivos que se expresan en la enumeración de cada uno de los artículos, sujetos a modificación:

ARTÍCULO 1°.-

En sintonía con el texto de los artículos 20 inciso 2 y 166, último párrafo de la Constitución Provincial, se sustituye la expresión “todo acto”, por “toda actuación”, para dejar aclarado que la acción también incluye a “los hechos” de la administración. Se amplía el ámbito de aplicación en relación a los legitimados pasivos, incluyendo a los municipios como a las otras personas que sin formar parte de la estructura estatal, ejercen por delegación prerrogativas propias del poder público. De igual modo, se incorpora la expresión “derechos o intereses tutelados por el ordenamiento jurídico”, en la idea de consagrar una legitimación amplia en la materia.

Aunque con el texto anterior, quedaban implícitamente comprendidos los tratados internacionales con jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional), con la modificación que se propicia, se los incorpora expresamente, al igual que las leyes nacionales, y los tratados interjurisdiccionales, fuente creciente y cualitativamente importante en la conformación del bloque de legalidad. El amparo, conforme a lo previsto por el art. 43 de la Constitución Nacional, está concebido como una vía excepcional, que tiene en mira la entidad de la afectación, el grado de agresión a la esfera vital de intereses, con independencia de la fuente del derecho reconocido. Es decir, para cuando la arbitrariedad o ilegalidad sean manifiestas, y no exista otro medio judicial más idóneo, superando la limitación anterior a la reforma de 1994, que exigía una lesión a los derechos de rango constitucional.

Se elimina la expresión “con excepción de la libertad personal”, puesto que la misma se encuentra expresamente excluida en el artículo 3 inciso b).

La praxis judicial, como la jurisprudencia elaborada en torno a la aplicación de los arts. 321 inciso 1 y 496 del CPCC, justifican el mantenimiento de una regulación por separado de la garantía del amparo, frente a la actuación u omisión de los particulares que no impliquen el ejercicio de prerrogativas propias del poder público. Por lo tanto, el trámite se regirá por las normas citadas o aquellas que en el futuro las reemplacen.

ARTÍCULO 2°.-

En el artículo 2 inciso 1ro. se eliminó la referencia a “procedimientos administrativos”, puesto que ninguno de ellos permiten obtener el mismo efecto que una acción judicial. Asimismo, se consagra el principio ampliamente admitido jurisprudencialmente que propicia  la apertura de la vía en caso de duda –in dubio pro amparo- (SCBA, causas B. 59168, B 65045, B 65047).
ARTÍCULO 3°.-

En sintonía con el texto constitucional, se modifica el inciso a), aclarando que la improcedencia es con relación a los actos jurisdiccionales, dejando a salvo la posibilidad de accionar contra actos u omisiones del Poder Judicial en ejercicio de la función administrativa; y se incorpora como inciso c), la improcedencia del amparo para peticionar la inconstitucionalidad de las leyes emanadas de la legislatura provincial, cuando las mismas no hubieren sido aplicadas al accionante. Se intenta así, conciliar la prohibición contenida en el texto constitucional, respecto a la improcedencia del amparo “contra la leyes”  y la posibilidad de “declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesivos”, según lo expresa la misma cláusula constitucional, siguiendo la interpretación de uno de los convencionales: "En realidad en el amparo lo que se impugna nunca es la ley, siempre es el acto, el hecho o la omisión que provoca la lesión constitucional. Cuando ese acto, ese hecho que provoca la lesión constitucional está sustentada en una ley inconstitucional, ahí si el juez podrá declarar inconstitucional la ley" (Lazzarini, José Luis. Diario de Sesiones de la Honorable Convención Constituyente, T. II, La Plata 31 de agosto de 1994,  8º Sesión, pág.1387).
Por otra parte, precisar que la exclusión de la vía, solo se limita al concepto de ley en sentido constitucional (conf. arts. 68, 103 a 112, 144 inciso 2 y ccdtes. de la Constitución Provincial), quedando excluidas del concepto, otras normas con rango formal o material de ley, tal como acontece con las Ordenanzas municipales, u otros actos de los restantes órganos del poder, que impliquen el ejercicio de la función legislativa, como los reglamentos de necesidad y urgencia y reglamentos delegados.

ARTÍCULO 4°.-

Uno de los problemas más significativos que exhibe la acción de amparo en la práctica, es la distribución de las acciones ante cualquier fuero, aún cuando el mismo carezca de especialidad en la materia vinculada a la pretensión esgrimida. Este criterio, en la práctica conlleva muchas veces, a la frustración del amparo, toda vez que los jueces a quienes se les atribuye la causa, frente a dicha circunstancia, son proclives a su rechazo por cuestiones formales.

Esta situación ha sido generada por una errada interpretación del artículo 20 inc. 2 de la Constitución que, lejos de vedar la asignación de las causas por especialidad, intentó asegurar la efectividad de la acción, frente a la inexistencia de un juez competente.

Por su parte, dicho criterio resulta contrario a la doctrina de la CSJN, en tanto ha señalado que “en principio, el hábeas corpus y las demandas de amparo, no autorizan a sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que les incumben (Fallos: 317: 916).-

Frente a lo expresado, siguiendo las recomendaciones del III Congreso de la Asociación Bonaerense de Derecho Administrativo sobre amparo, es menester que las acciones tramiten ante el fuero especializado, sin que ello implique desnaturalizar su eficacia, a cuyos efectos se prevé que podrá tramitar ante otros jueces cuando no fuere posible asignarla al magistrado competente.
ARTÍCULO 6°.-

La reforma prevé una amplia legitimación para accionar, recogiendo los avances ya registrados en el ordenamiento constitucional.

Con relación al plazo para accionar, frente a las tendencias jurisprudenciales más recientes” (Sup. Trib. de la Ciudad Aut. de Bs. As., causa “G.D.A. c/ Ciudad de Buenos Aires, del 27/12/07), que propician la eliminación del plazo de caducidad de la acción, se ha optado por su mantenimiento, con los alcances establecidos por la CSJN  (Fallos 329:4918, “Mosqueda”), referidos al acogimiento de la doctrina de la ilegalidad continuada, a fin de no alterar la eficacia del amparo con impedimentos formales que no se encuentran previstos en el texto constitucional.

Finalmente, el texto de la norma incorpora la facultad “del juez para acelerar su trámite, mediante formas más sencillas que se adapten a la naturaleza de la cuestión planteada”, siguiendo literalmente el contenido la cláusula constitucional, y en directa conexión con el enunciado sobre su operatividad, frente a la ausencia de su reglamentación en alguno de sus aspectos (conf. art. 20 in fine).
ARTÍCULO 7º.-

A los fines de evitar reiteraciones innecesarias, se suprime la segunda parte del inciso b), y se reduce la redacción del inciso c). También se adecua la redacción del inciso d) en concordancia con lo previsto en los arts. 1 y 2.

ARTÍCULO 8º.-

Se corrige ligeramente su redacción, sin alterar las ideas y contenidos sustantivos.

ARTÍCULO 9°.-

Con la finalidad de garantizar la tutela efectiva que prevé el artículo 15 de la Constitución Provincial, y evitar posibles casos de privación de justicia, se prevé la posibilidad de prescindir de las formas prescriptas por dicho precepto, en supuestos de extrema urgencia, y la posibilidad de subsanar los mismos dentro del plazo de dos días. Asimismo, se incorpora la obligación de reconducir la acción cuando no se encuentren cumplidos los recaudos de admisibilidad previstos en la ley (SCBA, causa B 68554) para no frustrar el acceso a la justicia, en sintonía con el art. 20 inc. 2 in fine de la Constitución Provincial que prevé la “facultad del juez” para modificar el trámite de la acción.
Por los efectos que las mismas producen, se incorpora como último párrafo, que “la resolución que tiene por desistida la acción, como aquella que ordena el archivo, serán apelables”.

ARTÍCULO 10º.-

Se sustituye el pedido de informes, con el traslado de la demanda, a los fines de bilateralizar y garantizar la contradicción.

ARTÍCULO 11°.-

La redacción del inciso a) ha sido ajustada a la previsión del párrafo primero del artículo 10. Asimismo, en este artículo se han concentrado todas las cuestiones referidas a la prueba, que en el texto vigente se encuentran dispersas en distintos preceptos. El texto el inciso 1° se corresponde con el artículo 11 del texto vigente, aunque se ha modificado su redacción con la finalidad de brindar más claridad a la norma, dejando aclarado que el juez debe expedirse sobre la admisibilidad de la prueba, a fin de rechazar la que fuere insustancial o inoficiosa, logrando de ese modo, mayor celeridad en el proceso.

Los incisos b, c y d, con ligeras reformas, se corresponden con el texto de los artículos 13 y 14 de la ley vigente.

ARTICULO 12°.-

Al igual que el artículo anterior, se procura otorgar mayor precisión y claridad al texto del artículo, extendiendo en un día el plazo establecido por la ley vigente.

ARTÍCULOS 13° Y 14°.-

Se propicia la supresión de los mismos, puesto que sus respectivos textos han quedado incorporados al nuevo artículo 11°.

ARTÍCULO 15°.-

Se modifica el inciso c), que preveía un plazo de veinticuatro horas para el cumplimiento de la sentencia, el cual, en muchos supuestos, resulta absolutamente exiguo. Atento a la diversidad de pretensiones que pueden ser objeto de amparo, no es posible establecer un plazo único para el cumplimiento de las sentencias, razón por la cual, en el texto propuesto, se deja librado al magistrado interviniente la determinación del mismo, ajustado a pautas de razonabilidad.

Se incorpora como último párrafo, lo relativo a los efectos erga omnes de la sentencia en los casos que comprendan situaciones jurídicas vinculadas a derechos individuales homogéneos. Razones de practicidad, economía y celeridad procesal, abonan la solución propuesta, evitando el dispendio de actividad jurisdiccional en supuestos que reconocen una misma causa fuente de ilegitimidad.

ARTÍCULO 16°.-

Se prevé que la notificación pueda realizarse, no solo por Mandamiento, sino también por Oficio.

ARTICULO 17°.-

Atento al carácter de cosa juzgada formal que –como principio general- corresponde asignar a la sentencia de amparo, en el texto propuesto se establece la subsistencia de las acciones respectivas, para ambas partes y no solamente para el accionante, tal como lo prescribe el texto actual, dejando aclarado que la interposición del amparo suspende todos los plazos de caducidad previstos para el ejercicio de tales derechos, puesto que, de otro modo, sería imposible su concreción.

ARTÍCULO 18°.-

Se ha modificado la redacción del artículo, disponiendo un catálogo más amplio de la decisiones apelables, y se ha contemplado un breve traslado de la apelación a la contraparte, circunstancia que no perjudica la celeridad del amparo, sobre todo si tenemos presente las modificaciones al régimen cautelar y  los efectos de la apelación.

Con relación a este último aspecto, acogiendo la evolución jurisprudencial del instituto, se prevé el efecto no suspensivo de la apelación, atento a la naturaleza de la acción y su objeto, frecuentemente vinculado a prestaciones alimentarias y de salud, que no pueden quedar postergadas por la mera disconformidad de la parte condenada, plasmada en la deducción del recurso de apelación.

También se ha creído conveniente, regular el recurso de queja y su trámite, a los fines de evitar los inconvenientes generados por la aplicación del CPCC, específicamente en materia de plazos.

ARTÍCULO 19°.-

Con ligeras reformas, se vuelve al texto original de ley, en función de la modificación introducida al Artículo 4°. De este modo, se repara la distorsión que produce la carencia de un modelo de amparo desconcentrado en primera instancia y concentrado en la alzada, tal como lo establece el texto vigente.

Se agrega, en los tres últimos párrafos, que a los fines de los recursos extraordinarios locales, cuyo trámite se regirá por las normas del CPCC, la sentencia que haga mérito sobre la cuestión de fondo, como aquellas otras resoluciones que sin hacer mérito sobre la cuestión de fondo, impidan la continuación del trámite, sin la posibilidad de reeditar la discusión en otro ámbito y por otra vía jurisdiccional, revisten el carácter de definitivas.

ARTÍCULO 20°.-

Se deja establecida la aplicación del Código Procesal Civil en su totalidad, en la medida que no desnaturalice el carácter expedito, rápido, breve y de pronta resolución que reviste el amparo, eliminando el artículo 24 que también preveía la aplicación subsidiaria del Código Procesal Penal. De este modo, se intenta evitar diversos problemas de carácter interpretativo que suelen suscitarse con la redacción actual.

Se mantiene el carácter perentorio de los plazos, y se prevé su ampliación en razón de la distancia, a similitud de lo que acontece en el CPCC; se incorpora la notificación personal o por cédula de la concesión o denegación de medidas cautelares. Queda aclarado que la necesidad de un mayor debate y prueba, no impedirá la utilización de esta garantía, siempre y cuando la complejidad del caso, no implique la desnaturalización del trámite, y que tampoco obstará al dictado de medidas cautelares, la identidad de las mismas, con el objeto de la  pretensión de fondo.
Por su parte, a fin de garantizar la eficacia de la notificación, se prevé que la misma sea ordenada a la Fiscalía de Estado, cuando fuere demandado el Estado Provincial o sus entidades descentralizadas.

ARTÍCULO 21°.-

En cuanto a las reglas procesales especiales, se prevé que todo conflicto que se suscitare entre jueces o tribunales para el conocimiento y decisión de la acción de amparo, deberá resolverse mediante la asignación de competencia al que hubiere prevenido.

ARTÍCULO 22º.-

Se deja aclarado la procedencia de cualquier medida cautelar en el amparo, quedando librado a la ponderación del Juez exigir o no la contracautela, la cuál se fijará teniendo en cuenta la mayor o menor verosimilitud del derecho como las restantes circunstancias que rodean al caso.

Asimismo, se prevé que la notificación conjunta del despacho cautelar, con el pedido de informes, a fin de evitar la frecuente especulación de quien obtiene una medida cautelar favorable y evita el impulso del proceso para mantener indefinidamente sus efectos.

ARTÍCULO 23º.-

Se ajusta su redacción a lo previsto en el artículo 1, y a los fines de incluir a todos los legitimados pasivos, se utiliza la expresión “parte demandada”.

ARTÍCULO 24º.-

Conforme lo previsto en el art. 20, queda derogado.

ARTÍCULO 25º.-

En lo relativo a las costas, se quiebra el sistema objetivo de la derrota, el cual es receptado parcialmente, para el caso que prospere la acción de amparo. Las costas se impondrán al actor excepcionalmente, en los supuestos de notoria temeridad o malicia.

Se mantiene la solidaridad en la condena en costas, y el supuesto de excepción para cuando antes de la contestación de la demanda, cesaren los hechos, actos u omisiones que motivaron el pedido de amparo, adecuando la redacción en ambos casos, a lo previsto en los artículos 1, 10 y 11 respectivamente.

ARTÍCULO 26º.-

Se establece en términos generales, la gratuidad del trámite en todas sus etapas, y como novedad se aclara expresamente que dicho beneficio abarca sellados, impuestos o cualquier otro tributo, como el depósito de sumas de dinero exigidos como recaudos de admisibilidad para la interposición de la demanda o de los recursos ordinarios o extraordinarios.

Por lo expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de ley.

LEY N° 7.166
(Texto ordenado)

CAPITULO I
ÁMBITO DE LA ACCION DE AMPARO.

ART. 1°: Procederá la acción de amparo contra toda actuación u omisión de autoridad pública, provincial o municipal, en cualquiera de sus manifestaciones, sus órganos o agentes, como de aquellas otras personas públicas o privadas que por delegación ejerzan prerrogativas propias del poder público, que en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, cualquiera de los derechos o intereses tutelados por el ordenamiento jurídico, reconocidos en la Constitución Nacional, los tratados internacionales, las leyes de la Nación, los tratados interjurisdiccionales en que la Provincia sea parte, la Constitución Provincial y las leyes dictadas en su consecuencia.

El amparo contra la actuación u omisión de los particulares, que no impliquen el ejercicio de prerrogativas propias del poder público, se regirá por las normas previstas en los arts. 321 inciso 1 y 496 del CPCC, o aquellas que en el futuro las reemplacen.

ARTICULO 2°: La acción de amparo sólo procederá cuando no existan otros procesos judiciales de trámite similar, que permitan obtener el mismo efecto. Toda duda vinculada a este recaudo, deberá resolverse a favor de la admisibilidad de la acción. El amparo será procedente aún cuando sea menester declarar la inconstitucionalidad de una norma, acto u omisión para prevenir o reparar la lesión inflingida al ordenamiento jurídico.

ARTICULO 3°: La acción que por esta ley se reglamenta no procederá:

a) Si el acto impugnado emana de un órgano del Poder Judicial, en ejercicio de función jurisdiccional.

b) Si se tratare de restricción a la libertad individual en que corresponda la interposición de la garantía de "hábeas corpus".

c) Si se peticionara la inconstitucionalidad de una ley emanada de la legislatura provincial, cuando la misma no hubiere sido aplicada al accionante.
CAPITULO II

ORGANO JUDICIAL COMPETENTE

ARTICULO 4°: Todo Juez o Tribunal de primera instancia con Jurisdicción en el lugar en que la lesión o restricción tuviere o debiere tener efecto, será competente para conocer de la acción de amparo, con arreglo a las normas procesales que determinan la competencia material de los mismos, a excepción de los supuestos en los que no fuere posible su presentación ante el fuero o juez competente.

Cuando un mismo hecho, acto u omisión afectare el derecho de varias personas, entenderá en todas las acciones el juzgado o tribunal que hubiere prevenido.

CAPITULO III

LEGITIMACIÓN ACTIVA

ARTICULO 5°: Se hallan legitimados para deducir la acción de amparo:

a) Las personas físicas o jurídicas.

b) Los partidos políticos con personería reconocida por el organismo electoral competente.

c) Las entidades con personería profesional o gremial.

d) Las asociaciones que sin revestir el carácter de personas jurídicas, justificaren, mediante la exhibición de sus estatutos, que no contrarían una finalidad de bien público.

ARTICULO 6°: La acción de amparo deberá ser deducida por el titular del derecho o interés tutelado por el ordenamiento jurídico.  Cuando el acto u omisión lesivo, afectare derechos o intereses difusos o de incidencia colectiva, la acción podrá ser deducida por el afectado, el Defensor del Pueblo, las asociaciones que propendan a sus fines, el Fiscal de Estado y el       representante del Ministerio Público.

En todos los casos deberá interponérsela dentro de los treinta (30) días  hábiles a partir de la fecha en que hayan cesado los efectos del acto u omisión que se considera violatorio del derecho o interés tutelado.

La acción tramitará conforme a las reglas procesales establecidas en la presente ley, sin perjuicio de la facultad del juzgado o tribunal para acelerar su trámite, mediante formas más sencillas que se adapten a la naturaleza de la cuestión planteada.

CAPITULO IV

REQUISITOS Y FORMAS DE LA DEMANDA
ARTICULO 7°: La demanda deberá presentarse por escrito y contendrá:

a) El nombre, apellido, nacionalidad y domicilio del accionante.

b) La justificación de la personería invocada, conforme a las leyes que rigen la materia.

c) La denominación del autor de la restricción.

d) La relación circunstanciada de los hechos, actos u omisiones que han producido, o estén en vías de producir la lesión de derechos o intereses tutelados, cuyo amparo se pretenda.

e) La petición que se formula, en términos claros y precisos.

ARTICULO 8°: Con el escrito de demanda acompañará el actor, la prueba documental de que disponga o la individualizará, de no encontrarse en su poder. Deberá indicar, asimismo, los demás medios de prueba de que pretenda valerse. Determinará los testigos que proponga y acompañará los interrogatorios respectivos.

ARTICULO 9°: En supuestos de extrema urgencia, cuando el auxilio de la justicia pudiere llegar demasiado tarde, la acción de amparo podrá interponerse sin las formalidades prescriptas en el presente Capítulo, en cuyo caso, el juzgado o tribunal interviniente, ordenará dentro del plazo de dos (2) días, la subsanación de los defectos respectivos.

Si la acción fuera notoriamente improcedente, por no cumplir los recaudos establecidos en la presente ley, el juzgado o tribunal así lo declarará,  otorgando al accionante un plazo razonable para la reconducción de su pretensión,  debiendo adecuar el escrito inicial, bajo apercibimiento de tenerla por desistida, y sin más sustanciación ordenar el archivo de las actuaciones.

La resolución que tiene por desistida la acción, como aquella que ordena el archivo, serán apelables conforme a lo dispuesto en el art. 16 de la presente ley.

CAPITULO V

PROCEDIMIENTO

ARTICULO 10°: Cuando la acción fuera formalmente admisible, el Juez o Tribunal correrá traslado de la demanda, por el plazo de cinco (5) días, con copias del escrito de demanda y documentos presentados por el actor.

Con su contestación,  deberá acompañarse la prueba documental y ofrecerse la restante, en la forma establecida para el actor.

Cuando se tratase de una autoridad pública provincial, y se controviertan intereses fiscales, el accionado deberá requerir el patrocinio legal de la Fiscalía de Estado, por el funcionario letrado que ésta comisione al efecto.

ARTICULO 11°: La prueba del proceso quedará sujeta a las siguientes reglas:

a) Una vez contestada la demanda, o vencido el plazo para hacerlo, el juzgado o tribunal interviniente deberá expedirse sobre la admisibilidad de la prueba ofrecida, ordenando su inmediata producción. Las pruebas confesionales y testimoniales serán producidas en una misma audiencia, la que deberá tener lugar dentro del tercer día.

b) El número de testigos propuestos no excederá de cinco (5) por cada parte, siendo carga de estas hacerlos comparecer al juzgado o tribunal en la oportunidad de la audiencia de recepción de prueba, a su costa, cualesquiera fueren sus domicilios, y sin perjuicio de hacerlos comparecer por la fuerza pública.
c) A petición de parte o de oficio, el juzgado o tribunal dictará las providencias necesarias para que las diligencias de prueba se practiquen dentro del plazo mencionado en el inciso a).
d) Será facultad y deber de los jueces complementar por propia iniciativa el material probatorio, a cuyo fin, podrán decretar medidas para mejor proveer en cualquier instancia y estado del proceso.
ARTICULO 12°: Si las partes no hubieren ofrecido prueba, o cuando se hubiere producido la misma, previa certificación del actuario, se dictará sentencia fundada, dentro del plazo de tres (3) días, concediendo o denegando, total o parcialmente, el amparo.

CAPITULO VI

LA SENTENCIA

ARTICULO 13°: Si la sentencia concediera el amparo, al mismo tiempo que se notifique a las partes, se despachará el mandamiento respectivo que deberá contener:

a) La expresión concreta del sujeto público o privado que por delegación ejerza prerrogativas propias del poder público, órgano o agente de la Administración Pública a quien se dirija y contra cuya actuación u omisión se concede el amparo;

b) La determinación precisa de lo que debe o no hacerse.

c) El plazo para el cumplimiento de lo resuelto, que en ningún caso podrá exceder, aquel que razonablemente establezca el juzgado o tribunal, de conformidad al objeto de la condena.

La decisión favorable recaída en casos que comprendan situaciones jurídicas  sobre derechos individuales homogéneos, los efectos de la sentencia, se extenderán aún hacia los terceros que no hayan participado en el proceso, quienes por vía incidental, sumariamente deberán acreditar su legitimación. Si la decisión judicial fuere desestimatoria, no se les podrá oponer la cosa juzgada.

ARTICULO 14°: El mandamiento se diligenciará sin demora por la oficina de Mandamientos y Notificaciones, por el Juez de Paz respectivo o la autoridad policial del lugar requerida por medio fehaciente. La orden judicial también podrá ser notificada mediante Oficio, cuyo diligenciamiento estará a cargo de las partes; o por Secretaría, en casos de urgencia.

El destinatario de la orden, no podrá bajo ningún concepto, rechazar la notificación de la medida, y deberá cumplirla sin que pueda oponer excusa alguna ni ampararse en la obediencia jerárquica. Si por cualquier circunstancia el mandamiento no pudiera diligenciarse a quien está dirigido, se entenderá con su reemplazante, o a falta de éste, con su superior jerárquico.

ARTICULO 15°: La sentencia de amparo deja subsistente el ejercicio de las acciones y recursos que puedan corresponder a las partes con independencia del amparo, a cuyos efectos, su interposición suspenderá todos los plazos de caducidad para el ejercicio de tales derechos.

CAPITULO VII

RECURSO DE APELACION
ARTICULO 16°: Solo serán apelables, las resoluciones que tienen por desistida la acción, o su rechazo in limine litis, la que ordena el  archivo de las actuaciones, las que disponen, deniegan o modifican medidas cautelares, la sentencia definitiva, y aquellas que disponen su ejecución. El recurso deberá deducirse fundadamente dentro del plazo de tres (3) días, computados desde su notificación. Su mera interposición no suspende los efectos de la decisión  apelada.

El juzgado o tribunal interviniente, deberá expedirse sobre a admisibilidad del recurso en el término de tres (3) días, disponiendo el traslado de la apelación a la contraparte por igual término.

Cumplido el trámite anterior, si el recurso fuere admisible, será concedido sin efectos suspensivos, debiendo remitir las actuaciones a la Cámara respectiva, en el plazo de dos (2) días, computados a partir del momento en que el apelante hubiere presentado copia del expediente, o de las piezas procesales pertinentes para la formación del legajo, según lo disponga el juzgado o tribunal interviniente; donde seguirán sustanciándose las actuaciones. Es deber del actuario arbitrar los medios necesarios para que la alzada reciba las actuaciones en el plazo antes referido.

Si se denegare la concesión del recurso de apelación, o se lo concediere con un efecto distinto al previsto en la presente legislación, la parte que se considere agraviada podrá ocurrir directamente en queja ante el órgano de alzada, para que otorgue el recurso o se lo conceda con el efecto correspondiente, y se ordene la remisión del expediente o el legajo de copias. El plazo para su articulación, será de tres (3) días.

Al interponerse la queja, deberá acompañarse copia simple de la resolución recurrida con las constancias de su notificación, suscripta por letrado, sin perjuicio de las actuaciones que podrán ser requeridas por alzada, quien deberá resolver sin sustanciación, en el plazo de tres (3) días.

ARTICULO 17°: De este recurso conocerá la Cámara de Apelación respectiva de la misma jurisdicción, la que deberá dictar sentencia dentro del plazo de tres (3) días, computados desde la recepción de las actuaciones.

A los efectos de los recursos extraordinarios locales, las sentencias que dicten los órganos de alzada sobre la cuestión de fondo, serán consideradas definitivas. A los mismos fines, serán equiparadas a sentencias definitivas, aquellas otras resoluciones que sin hacer mérito sobre la cuestión de fondo, impidan la continuación del trámite, sin la posibilidad de reeditar la discusión en otro ámbito o por otra vía jurisdiccional.

Para la interposición y trámite de los recursos extraordinarios locales, se aplicarán las normas del Código de Procedimiento en lo Civil y Comercial.

CAPITULO VIII

REGLAS PROCESALES COMPLEMENTARIAS.
ARTICULO 18°: Serán de aplicación al trámite, las normas del  Código de Procedimiento Civil y Comercial, en todas las cuestiones que no estuvieren previstas por esta ley, y en tanto no desnaturalicen su carácter expedito,   rápido, breve y de pronta resolución.

Todos los términos son de carácter perentorio y se ampliarán en razón de la distancia, a razón de un día por cada 200 Km. o fracción que no baje de 100 Km. Las partes tendrán los cargos de comparecer diariamente a Secretaría a notificarse por nota de las resoluciones. Se notificarán personalmente o por cédula, en los domicilios denunciados o constituidos, la demanda, la concesión o denegación de  medidas cautelares, la audiencia de prueba, y la sentencia.

La necesidad de un mayor debate y prueba, no impedirá la utilización de esta garantía, siempre y cuando la complejidad del caso, no implique la desnaturalización del trámite. No obstará al dictado de medidas cautelares, la identidad de las mismas, con el objeto de la  pretensión de fondo.

Cuando fuere demandado el Estado Provincial o sus entidades descentralizadas, con la notificación de los despachos cautelares y    sentencias definitivas, se deberá librar cédula a la Fiscalía de Estado, o sus delegaciones, a los mismos fines.

ARTICULO 19°: En este proceso no podrán articularse cuestiones previas, demandas reconvencionales, incidentes, ni conflictos de competencia, debiendo resolverse esta última con la asignación de la causa al órgano jurisdiccional que hubiere prevenido.

El juzgado o tribunal, a petición de parte o de oficio, subsanará todos los defectos e irregularidades del procedimiento, asegurando, dentro de la naturaleza sumarísima de esta vía, la vigencia del principio de contradicción.

Durante la sustanciación del procedimiento, el juzgado o tribunal interviniente, podrá ordenar allanamientos y solicitar el auxilio de la fuerza pública.

En este juicio no procede la recusación sin causa, siendo deber inexorable del juez excusarse "ex officio" cuando se encontrare legalmente impedido para conocer.

ARTICULO 20°: En cualquier estado de la instancia el juzgado o tribunal podrá ordenar a petición de parte o de oficio, todo tipo de medidas cautelares, las    que se cumplimentarán en forma inmediata, sin perjuicio de su ulterior notificación.

Si se hiciere lugar a la medida, el juzgado o tribunal podrá exigir la contracautela pertinente para responder de los eventuales daños que las mismas  pudieren ocasionar,  en caso de haber sido solicitadas sin derecho.  El juez graduará el tipo y monto de la caución, de acuerdo a la mayor o menor verosimilitud del derecho y las restantes circunstancias del caso.

Toda petición vinculada al proceso cautelar, será resuelto por el juzgado o tribunal, dentro del plazo de dos (2) días.

El despacho cautelar que acoja favorablemente la medida solicitada, deberá ser notificado a la parte demandada, conjuntamente con el traslado de la demanda.

ARTICULO 21°: En los casos en que la parte demandada demorase maliciosamente, de manera ostensible o encubierta, negare o en alguna      forma obstaculice la sustanciación de la acción, el juez o tribunal ordenará pasar las actuaciones a la justicia competente a los fines previstos en el Código Penal.

CAPITULO IX

COSTAS

ARTICULO 22°: Salvo los supuestos de notoria temeridad o malicia, el accionante está exento de costas.

Si el vencido fuera la autoridad pública, serán responsables solidariamente el agente de la Administración Pública, la Provincia o el Municipio según corresponda, o en su caso el órgano a que aquél pertenezca. Igual regla se aplicará para el caso de los sujetos que por delegación ejerzan prerrogativas propias del poder público.

No habrá condenación en costas si antes de la contestación de la demanda, cesaran los hechos, actos u omisiones que motivaron el pedido de amparo.

ARTICULO 23°: Las actuaciones del proceso de amparo son gratuitas. Dicho beneficio se extiende a todo su trámite, y entre otros comprende la exención del pago de sellados, impuestos o cualquier otro tributo, como el depósito de sumas de dinero exigidas como recaudos de admisibilidad para la interposición de la demanda o la articulación de los recursos ordinarios o extraordinarios.
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